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Los estudios de impacto ambiental señalados en el artículo 57 de la Ley 99 

de 1993 deben incluir una evaluación de los impactos en materia de cambio 

climático 

 

1. Norma demandada 

 
“LEY 99 DE 1993 

(diciembre 22) 

 

Por la cual se crea el 

Ministerio del Medio 

Ambiente, se reordena el 

Sector Público encargado 

de la gestión y conservación 

del medio ambiente y los 

recursos naturales 

renovables, se organiza el 

Sistema Nacional Ambiental, 

SINA y se dictan otras 

disposiciones. 

 

EL CONGRESO DE LA 

REPÚBLICA 

 

DECRETA:  

 

[…] 

 
ARTÍCULO 57. DEL ESTUDIO DE 

IMPACTO AMBIENTAL. 

<Artículo modificado por el 

artículo 178 de la Ley 1753 de 

2015. El nuevo texto es el 

siguiente:> Se entiende por 

estudio de impacto 

ambiental, el conjunto de 

información que debe 

presentar ante la autoridad 

ambiental competente el 

interesado en el 

otorgamiento de una licencia 

ambiental. 

 

El estudio de impacto 

ambiental contendrá 

información sobre la 

localización del proyecto, los 

elementos abióticos, bióticos, 

y socioeconómicos del 

medio que puedan sufrir 

deterioro por la respectiva 

obra o actividad, para cuya 

ejecución se pide la licencia, 

y la evaluación de los 

impactos que puedan 

producirse. Además, incluirá 

el diseño de los planes de 

prevención, mitigación, 

corrección y compensación 

de impactos, así como el plan 

de manejo ambiental de la 

obra o actividad. 

 

El Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible expedirá 

los términos de referencia 

genéricos para la 

elaboración del estudio de 

impacto ambiental; sin 

embargo, las autoridades 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1753_2015_pr003.html#178


 

ambientales los fijarán de 

forma específica dentro de 

los quince (15) días hábiles 

siguientes a la radicación de 

la solicitud en ausencia de los 

primeros”1. 

 
 

 

2. Decisión 

 

PRIMERO. Declarar EXEQUIBLE el inciso segundo del artículo 57 de la Ley 99 

de 1993, en el entendido de que los estudios a que se refiere la norma deben 

incluir una evaluación de los impactos en materia de cambio climático. 

 

SEGUNDO. EXHORTAR al Congreso de la República a que expida una 

regulación que incluya las variables, medidas y herramientas, que el Estado 

debe utilizar para la evaluación de los impactos que en materia de cambio 

climático pueden producir los proyectos, obras y actividades cuya 

ejecución requiera autorización del Estado, de forma que las autoridades 

competentes puedan establecer deberes y obligaciones específicas de 

prevención, mitigación y adaptación al cambio climático.  

 

TERCERO. ORDENAR al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible que, 

dentro de los seis (6) meses siguientes a la notificación de esta sentencia, 

actualice los términos de referencia genéricos para la elaboración de los 

estudios de impacto ambiental en relación con la evaluación de los 

impactos que en materia de cambio climático pueden producir las obras o 

actividades cuya ejecución requiere licencia ambiental. 

 

CUARTO. De conformidad con lo dispuesto en el resolutivo anterior, la 

evaluación de los impactos en materia de cambio climático es exigible a las 

solicitudes de licencia ambiental o de renovación que se presenten a partir 

del primero (1) de agosto de 2025. 

 

3. Síntesis de los fundamentos 

 

La Sala Plena de la Corte Constitucional declaró exequible el inciso segundo 

del artículo 57 de la Ley 99 de 1993, en el entendido de que los estudios de 

impacto ambiental a que se refiere la norma deben incluir una evaluación 

de los impactos en materia de cambio climático, al constatar que dicha 

norma presenta un déficit de protección constitucional que desconoce los 

artículos 79 y 80 de la Constitución.  

 

                                                           
1 Los ciudadanos solo demandaron las expresiones 

“elementos abióticos, bióticos, y socioeconómicos 

del medio”, “y la evaluación de los impactos que 

puedan producirse” contenidas en el inciso segundo 

del artículo 57 acusado. Sin embargo, la Sala Plena 

realizó una integración de la unidad normativa para 

poder entender los contenidos acusados porque 

una lectura individual de las precedidas expresiones 

no permite entenderlas o atribuirles, de forma 

aislada, un sentido propio o regulador autónomo. 



 

La Corte partió del supuesto de que el cambio climático es un fenómeno 

global determinado por múltiples variables biofísicas y socioeconómicas que 

interactúan en largos periodos de tiempo, que incide de una manera cada 

vez más decisiva en los procesos naturales e impacta de forma diferenciada 

a los territorios, las comunidades y las personas, siendo Colombia uno de los 

países más afectados. 

 

Concluyó, entonces, que la falta de inclusión de los impactos asociados a 

ese fenómeno climático en los estudios de impacto ambiental para la 

obtención de licencia ambiental, genera como consecuencia que el 

Estado no pueda cumplir adecuadamente con los deberes que se derivan 

de los artículos 79 y 80 de la Constitución, entre ellos, garantizar el derecho 

a gozar de un ambiente sano, proteger la diversidad e integridad del 

ambiente y planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos 

naturales, para garantizar el desarrollo sostenible. 

 

Por tal razón, la Sala resolvió exhortar al Congreso de la República para que 

expida una regulación que incluya las variables, medidas y herramientas 

que el Estado debe utilizar para la evaluación de los impactos que en 

materia de cambio climático pueden producir los proyectos, las obras y las 

actividades cuya ejecución requiera autorización del Estado, y ordenó al 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible que actualice los términos de 

referencia genéricos para la elaboración de los estudios de impacto 

ambiental en relación con la evaluación de los impactos que en materia de 

cambio climático pueden producir las obras o actividades cuya ejecución 

requiere licencia ambiental. 

 

 
José Fernando Reyes Cuartas  

Presidente  

Corte Constitucional de Colombia 

 


